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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
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PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa de Decreto que reforma, adiciona y deroga diversos artículos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Se establece que los juzgados en materia penal, así como los mixtos funcionen como órganos auxiliares especializados en materia de adolescentes; se dota de competencia a los Tribunales Distritales para conocer, de manera concurrente con la federación y en primer instancia de los delitos de narcomenudeo y se cambia la denominación del Distrito Judicial de Viesca por Distrito Judicial de Torreón.

Presentada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Informe en correspondencia el día 22 de Septiembre de 2015.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 30 de Septiembre de 2015.
Decreto No. 171
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 78 / 30 de Septiembre de 2015

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

El que suscribe, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59, fracción II, y 82, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 9, apartado A, fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y 152, fracción II, y 153 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de este Honorable Congreso la Iniciativa de Decreto que reforma, adiciona y deroga diversos artículos de La Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, conforme a la siguiente: 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El 12 de diciembre de 2005, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el decreto mediante el cual se reformó el párrafo cuarto y se adicionaron los párrafos quinto y sexto del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante el cual se determinó que la Federación, los Estados y el Distrito Federal establecerían, en el ámbito de sus competencias, un sistema integral de justicia para adolescentes, en el que se garantizaran sus derechos fundamentales reconocidos en la propia Constitución para todo individuo, así como los derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo le han sido reconocidos a los adolescentes en los diversos instrumentos internacionales, suscritos por el Estado Mexicano.

En base a este mandato constitucional que impuso a todas las entidades federativas el deber de establecer un nuevo sistema de justicia integral para los adolescentes a los que se les atribuya una conducta tipificada como delito, el 1° de septiembre de 2006, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, que abrogó a la Ley para la Atención, Tratamiento y Adaptación de Menores del Estado de Coahuila. Dicho ordenamiento se apoyó en un modelo diferente a la tradicional concepción tutelar, denominado modelo garantista o de responsabilidad.  En él se atribuyó a los jóvenes que realizaran conductas tipificadas como delitos por las leyes penales una responsabilidad en relación a sus actos, pero a la vez, les reconoció las garantías de juzgamiento de los adultos, así como otros derechos considerados especiales por su condición de adolescentes.
Como antecedentes, debemos destacar que el tratamiento especializado del Derecho de la Infancia dentro del marco de las Naciones Unidas se inicia con la Declaración de los Derechos del Niño, proclamada por la Asamblea General de dicho organismo el 20 de noviembre de 1959, de contenido proteccionista. De igual forma, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por la ONU en 1948, se establece que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales, lo que en el mismo sentido se había pronunciado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada meses antes. A su vez, la Declaración de los Derechos del Niño de 1959 tiene como antecedente la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los derechos del niño, un documento que pasó a ser histórico, pues por primera vez reconocía y afirmaba la existencia de derechos específicos de los niños, así como la responsabilidad de los adultos hacia ellos. 

Por otra parte, en la opinión consultiva OC-17/2002 del 28 de agosto del 2002, la Corte Interamericana de Derechos Humanos se pronunció por la vigencia de los principios del debido proceso establecidos en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, entre ellos, los principios del juez natural, doble instancia y recurso efectivo, presunción de inocencia, derecho de abstención de declarar, así como el principio del contradictorio. En este sentido, la doctrina latinoamericana llega a denominar con el término "Doctrina de la Protección Integral de los Derechos de la Infancia" al nuevo paradigma del Derecho Penal Juvenil compuesto por la Convención Internacional de Derechos del Niño, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia Penal Juvenil y las Directrices de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia Juvenil, además de la Declaración Universal de Derechos del Niño.

Ahora bien, Coahuila vive una época de grandes transformaciones en el rubro de impartición de justicia. Son tiempos para abrir ciclos y cerrar viejos capítulos. Sin duda en estos últimos años, ha habido un gran esfuerzo a fin de cumplir cabalmente con el mandato constitucional federal impuesto en la reforma de diciembre del año 2005, el cual se tradujo en establecer al interior del Poder Judicial la estructura necesaria para la creación de órganos especializados en materia de justicia para adolescentes. 
Sin embargo, hoy es una realidad la transformación de las instituciones y por ello es el momento de impulsar los cambios legales necesarios para el desarrollo de la materia penal y favorecer a ese grupo social tan importante de nuestra comunidad, siendo oportuno rescatar los esquemas de competencias que para la impartición de justicia de adultos actualmente funcionan, sin perder nunca de vista la atención especializada hacia los adolescentes a quienes se atribuya la realización de una conducta tipificada por las leyes penales como delito.

En ese sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que nuestra Carta Magna reconoció como un derecho para los adolescentes el que fueran juzgados por funcionarios especializados, término el cual puede entenderse en relación con la organización de su trabajo (especialización orgánica), asignación de competencias y perfil del funcionario, señalando además que aunque lo idóneo sería reunir esas tres formas de concebir la especialización, es la relativa al perfil del funcionario la principal, pues el objeto de la reforma constitucional fue adecuar la justicia para adolescentes a la doctrina de la protección integral de la infancia, y los instrumentos internacionales en que ésta se recoge, poniendo énfasis en la especialización de los funcionarios como un factor necesario para el cumplimiento de los propósitos perseguidos e, incluso, insiste el máximo tribunal del país que no es su propósito obligar a los Estados a adoptar cierta forma de organización; de manera que la acepción del término “especialización” que hace posible dar mayor congruencia a la reforma con los instrumentos internacionales referidos y que, por ende, permite en mayor grado la consecución de los fines perseguidos por aquélla, es la que la considera como una cualidad inherente y exigible en los funcionarios pertenecientes al sistema integral de justicia para adolescentes. 

Asimismo, señala que la especialización debe entenderse materializada en una atribución específica en la ley, de competencia en esta materia, según la cual será necesario que los órganos que intervengan en este sistema de justicia estén dotados expresamente de facultades para conocer de él, sin que sea suficiente que se trate de autoridades competentes en la materia penal en lo general.

Bajo este orden de ideas, en un nuevo esquema de organización del Poder Judicial se hace factible que los juzgados en materia penal así como los mixtos, funcionen como órganos auxiliares especializados en materia de adolescentes para conocer de las conductas tipificadas como delitos por las leyes penales que se atribuya a personas mayores de doce y menores de dieciocho años de edad, conforme a la ley que regula la materia de justicia para adolescentes, siempre que cuenten con funcionarios especializados en esa importante materia. 

La anterior determinación se basa en aprovechar los recursos humanos y materiales con los que cuenta el Poder Judicial del Estado, motivo por el cual con la especialización de los funcionarios, se cubre el requisito constitucional, amén de que con esta nueva competencia hacia los referidos órganos jurisdiccionales, se presenta la oportunidad para ir transitando hacia el nuevo sistema procesal acusatorio, previsto mediante reforma constitucional de fecha 18 de junio de 2008. 

Otro aspecto de la presente iniciativa, consiste en dotar de competencia a los Tribunales Distritales para conocer de manera concurrente con la Federación y, en primera instancia, de los delitos o conductas tipificadas como delitos contra la salud, en su modalidad de narcomenudeo, conforme a lo previsto en la Ley General de Salud y el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza. Esta materia es atendida actualmente por juzgados de primera instancia especializados, sin embargo dentro de la reingeniería que se viene realizando en el Poder Judicial del Estado, tendiente a cumplir en tiempo y forma con el nuevo sistema acusatorio penal, es necesario llevar a cabo una nueva organización de los recursos humanos y materiales con los que cuenta dicho poder público, aprovechando los mismos sin descuidar la atención de la citada materia en los términos de las disposiciones federales y estatales respectivas.

Es por ello, que resulta conveniente encomendar el conocimiento de los delitos contra la salud, en su modalidad de narcomenudeo, a los tribunales distritales del Estado, aunado a que con la supresión de los juzgados especializados en materia de narcomenudeo se llevará en forma más efectiva la transición de esta materia al nuevo sistema de justicia penal. Por otra parte, si bien es cierto actualmente son los citados tribunales distritales del Estado, quienes conocen de los recursos y quejas interpuestos en contra de los juzgados especializados en materia de narcomenudeo, y al momento de otorgárseles competencia como órganos auxiliares para conocer en primera instancia de dicha materia, es posible que se interpongan por parte del justiciable tanto recursos como quejas, motivo por el cual en aras de allegar la justicia a la ciudadanía respecto a los órganos jurisdiccionales de alzada, se considera conveniente que en esos supuestos, sea el tribunal distrital del distrito judicial más próximo, quien conozca del recurso o queja interpuesta.  

Finalmente, el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, en el ejercicio de sus funciones determinó cambiar la denominación del Distrito Judicial de Viesca por el de Distrito Judicial de Torreón a partir del 15 de diciembre del año pasado, circunstancia que es importante incorporar en el ordenamiento orgánico de ese poder público, a efecto de evitar cualquier interpretación contraria a esa decisión del órgano de administración referido.

Como parte esencial de nuestro trabajo hacia el futuro y con una clara visión de llevar a cabo acciones efectivas para la transición al nuevo sistema de justicia penal de acuerdo con lo establecido en la Ley para la Implementación, Seguimiento y Evaluación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral en el Estado de Coahuila de Zaragoza, he tenido a bien presentar para su análisis y, en su caso, aprobación la siguiente iniciativa de:

DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el primer párrafo del artículo 8, el primer y el tercer párrafo del artículo 16, el primer párrafo del artículo 22, el primer párrafo y las fracciones III y V del artículo 23, el primer párrafo y las fracciones IV y V del artículo 24, las fracciones V y VI del artículo 25-Q, la fracción II del artículo 26, el artículo 27, el artículo 31, las fracciones III y IV y el penúltimo párrafo del artículo 34, el artículo 36, la fracción XVII del artículo 57, el artículo 167; se adicionan las fracciones VI y VII al artículo 23, las fracciones VI y VII al artículo 24, la fracción V al artículo 34, la fracción XVIII al artículo 57, el artículo 299; se derogan los incisos f) y g) de la fracción IV del artículo 2, las fracciones III y IV del artículo 25-Q; el artículo 37; el artículo 37-BIS; la fracción V del artículo 127, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTICULO 2°. ...
I.- a III.- ...

IV.- ...

          a) a e) ...

         f) Se deroga.
        g) Se deroga.
V.- a VII.- ...
...

...

ARTICULO 8o.- El Pleno del Tribunal Superior de Justicia, se integra por el Presidente electo en los términos del artículo 13 de esta ley, los diez Magistrados Numerarios de las Salas que residan en la capital del Estado y con el Presidente de la Sala Auxiliar con jurisdicción en los Distritos Judiciales de Torreón y San Pedro de las Colonias. 

...

ARTICULO 16.- El Tribunal Superior de Justicia tendrá cuando menos dos Salas con residencia en la capital del Estado y con jurisdicción en todos los Distritos Judiciales, excepción hecha de los de Torreón y San Pedro de las Colonias, en donde contará con una Sala Auxiliar que tendrá como sede la ciudad de Torreón, Coahuila; en uno y otro caso, con la competencia que les asigne el Pleno, quien podrá determinar la creación de nuevas Salas, en atención a las necesidades del servicio y conforme al presupuesto anual de egresos.

...

La Sala Auxiliar con jurisdicción en los distritos de Torreón y San Pedro de las Colonias estará conformada por tres magistrados numerarios y tres supernumerarios designados para tal efecto. 

ARTICULO 22.- La Sala en Materia Civil y Familiar, conocerá de los siguientes asuntos, siempre que no correspondan a la Sala Auxiliar con jurisdicción en los distritos judiciales de Torreón y San Pedro de las Colonias:

I.- a VIII.- ...

ARTICULO 23.- La Sala en Materia Penal conocerá de los siguientes asuntos, siempre que no correspondan a la Sala Auxiliar con jurisdicción en los distritos judiciales de Torreón y San Pedro de las Colonias:

I.- y II.- ...

III.- De los negocios que deba conocer el Tribunal de Distrito, a petición fundada del propio Tribunal o de oficio, cuando por sus características especiales el asunto lo amerite;

IV.- ...

V.- De los recursos de apelación contra sentencias definitivas pronunciadas por los Tribunales Distritales, cuando funcionen como órganos de primera instancia en materia de narcomenudeo; 

VI.- De los recursos de apelación y de queja en contra de autos y sentencias interlocutorias en materia de narcomenudeo, cuando todos los Tribunales Distritales competentes para conocer estuvieran impedidos; y 

VII.- De los demás asuntos que le encomiende la ley.

ARTICULO 24.- La Sala Auxiliar con jurisdicción en los distritos judiciales de Torreón y San Pedro de las Colonias tendrá competencia en materia civil, mercantil, familiar, penal y de narcomenudeo y conocerá de:

I.- a III.- ...

IV.- Los procedimientos para fijar jurisprudencia por reiteración o por declaración en los términos que establezca esta ley;

V.- De los recursos de apelación contra sentencias definitivas pronunciadas por los Tribunales Distritales con residencia en los distritos de su jurisdicción, cuando funcionen como órganos auxiliares de primera instancia en materia de narcomenudeo; 

VI.- De los recursos de apelación y de queja en contra de autos y sentencias interlocutorias en materia de narcomenudeo cuando los Tribunales Distritales con residencia en los distritos de su jurisdicción competentes para conocer, estuvieran impedidos; y

VII.- De los demás asuntos que le encomiende la ley.
ARTICULO 25-Q. ...

I. a II. ...

III. Se deroga.
IV. Se deroga.

V. Resolver de manera definitiva e inatacable los recursos que se presenten en contra de las resoluciones que dicten los Jueces de Primera Instancia en materia Penal, cuando actúen como órganos auxiliares en materia de adolescentes, en los términos que para el efecto determine la ley de la materia.

VI. Compilar los criterios que emanen de las resoluciones que dicte en asuntos de su conocimiento. Cuando en tres resoluciones ininterrumpidas por otra en contrario se sostenga el mismo criterio constituirán jurisprudencia obligatoria para los Jueces de Primera Instancia en materia Penal, cuando actúen como órganos auxiliares en materia de adolescentes

VII. a XI. ...

ARTICULO 26.- ...

I.- ...

II.- Segundo Tribunal Distrital, con residencia en la ciudad de Torreón y con jurisdicción en los Distritos Judiciales de Torreón y San Pedro de las Colonias;

III.- y IV.- ...

...

ARTICULO 27.- Corresponde a los Tribunales Distritales, el conocimiento de los siguientes asuntos:

I. De los recursos de apelación y de queja en contra de autos y sentencias interlocutorias dictadas por los jueces de primera instancia y letrados, que estén adscritos a su circunscripción territorial, en asuntos civiles, mercantiles, familiares y penales; así como del recurso de apelación extraordinaria en todos los casos previstos por la ley;

II. De los recursos de apelación contra sentencias definitivas dictadas por los jueces letrados en materia civil de su circunscripción territorial, así como de las dictadas por los Jueces de Primera Instancia en la misma materia cuando la cuantía del negocio no exceda de 500 veces el salario mínimo general vigente en el lugar del juicio al momento de la presentación de la demanda en el principal;

III. De los recursos de apelación contra sentencias definitivas dictadas por los jueces mercantiles o mixtos de primera instancia, en aquellos negocios cuya cuantía sea mayor de 182 y hasta de 500 veces el salario mínimo general vigente en el lugar del juicio a la fecha de la presentación de la demanda en el principal;

IV. De los delitos contra la salud en su modalidad de narcomenudeo, en primera instancia, en los términos que señalen las disposiciones legales aplicables, que les corresponda conocer de acuerdo a su circunscripción territorial;

V. De los recursos de apelación y de queja en contra de autos y sentencias interlocutorias en materia de narcomenudeo dictadas por el Tribunal Distrital del distrito judicial más próximo territorialmente.
Si éste último estuviera impedido para conocer y resolver, pasarán al siguiente tribunal distrital del distrito judicial más próximo territorialmente.

Si todos los tribunales distritales competentes para conocer de los recursos de apelación y de queja en contra de autos y sentencias interlocutorias en materia de narcomenudeo estuvieran impedidos, conocerá unitariamente un magistrado de la Sala Colegiada Penal o de la Sala Auxiliar del Tribunal Superior de Justicia del Estado, según corresponda, asignado de acuerdo al orden secuencial fijado por el Presidente de la Sala respectivo, quien al mismo tiempo deberá incluirse en el orden de asignación de asuntos;
VI. De los impedimentos, excusas y recusaciones de los Jueces de Primera Instancia y Jueces Letrados de su adscripción;

VII. De los conflictos de competencia que se susciten entre los diversos órganos judiciales de su adscripción;

VIII. De la resolución de las denuncias, quejas y acusaciones por faltas administrativas que se presenten en contra del personal del Tribunal Unitario;

IX. De la compilación de los criterios que emanen de las resoluciones que dicten en asuntos de su conocimiento. Cuando en tres resoluciones ininterrumpidas sostengan el mismo criterio, deberán enviar la tesis a la Sala que corresponda para que ésta fije la jurisprudencia por declaración, que confirmará o modificará el criterio; y

X. De los demás asuntos que le señalen esta ley y demás disposiciones legales.

ARTÍCULO 31.- Cuando funcionen en un mismo lugar varios Juzgados de Primera Instancia en materia Civil, Mercantil o de lo Familiar, el Consejo de la Judicatura acordará el sistema de recepción, turnos y distribución de demandas entre los mismos. 

Los Juzgados Penales conocerán por riguroso turno semanal, con excepción de aquéllos a los que en forma auxiliar se les asigne el conocimiento de diversa materia, en los que se observará lo dispuesto en el primer párrafo del presente artículo.

ARTICULO 34.- ...

I.- y II.- ...

III.- De la diligenciación de exhortos, requisitorias, rogatorias, suplicatorias y despachos, relacionadas con asuntos penales.

IV.- Como órganos auxiliares, de las conductas tipificadas como delitos por las leyes penales que se atribuya a personas mayores de doce y menores de dieciocho años de edad, conforme al ordenamiento que regule esa materia.

V.- De los demás asuntos que les competan de acuerdo con las leyes

Los juzgados de primera instancia en materia penal que funcionen como órganos auxiliares en materia de adolescentes, deberán contar con personal especializado en la impartición de justicia en esa materia.

...

ARTICULO 36.- Los jueces mixtos de primera instancia conocerán de las causas civiles, mercantiles, penales, de lo familiar y de adolescentes con las facultades y atribuciones que establecen los artículos 33, 33 BIS, 34 y 35 de esta Ley.

ARTÍCULO 37.  Se deroga.
ARTICULO 37-BIS.- Se deroga.
ARTICULO  57.- ...

I. a XVI. ...

XVII. Crear y, en su caso, suprimir los órganos jurisdiccionales que en el ámbito de su competencia le corresponda, en atención a las necesidades del servicio y a la disponibilidad presupuestal. 

XVIII. Las demás que le asigne esta ley y demás disposiciones aplicables. 

...

...

...

...

ARTICULO 127.- ...

I.- a IV.- ...

V. Se deroga. 

ARTICULO 167. Las faltas temporales de los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Distrito, de los Jueces de Primera Instancia y de los Jueces Letrados, serán suplidas por los respectivos Secretarios de Acuerdo y Trámite que corresponda. Si las faltas exceden de quince días o son absolutas, continuarán los secretarios supliendo a los titulares en tanto se hace nueva designación interina o definitiva, según el caso.
ARTICULO 299. En la impartición de justicia para adolescentes, se observará el sistema procesal acusatorio previsto en el presente título, atendiendo los ordenamientos especializados aplicables en la materia.

Los órganos jurisdiccionales de primera y segunda instancia competentes para conocer de la materia penal en el sistema acusatorio y oral, podrán hacerlo también para la materia de adolescentes.

Por lo anterior, corresponderá a la Sala Penal y a la Sala Auxiliar, en el ámbito de sus competencias, conocer de manera definitiva e inatacable, los recursos de casación y revisión en los términos de la ley de la materia, para lo cual actuarán en forma colegiada. 

El recurso de casación deberá ser conocido por magistrados que no hubieren intervenido en el mismo asunto en revisión; y del recurso de revisión deberán conocerlo magistrados que no hubieren intervenido en el mismo asunto en casación.

Los tribunales distritales conocerán, en forma unitaria, de las excusas y recusaciones en contra de los jueces de primera instancia del sistema acusatorio y oral competentes en materia de adolescentes adscritos a su circunscripción territorial, así como de los recursos de apelación y queja previstos en la ley de la materia. 

El Tribunal Distrital resolverá los recursos de apelación contra resoluciones dictadas por los jueces de control adscritos a su circunscripción territorial.

El Consejo de la Judicatura podrá emitir los acuerdos generales que procedan, a fin de determinar los mecanismos y órganos jurisdiccionales competentes que se requieran para la implementación del sistema de justicia procesal acusatorio en materia de adolescentes.
TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO. Los procedimientos de los que se encuentren conociendo los juzgados especializados en materia de adolescentes, se turnarán a los juzgados de primera instancia en materia penal que determine el Consejo de la Judicatura, los que fungirán como órganos auxiliares especializados en la impartición de justicia para adolescentes. 

Para tales efectos, el Consejo de la Judicatura emitirá los acuerdos generales para determinar los órganos competentes, así como la distribución de los asuntos en materia de adolescentes.

ARTÍCULO TERCERO. Los juzgados de primera instancia en materia penal que funcionen como órganos auxiliares en materia de justicia para adolescentes, deberán contar con personal especializado en la impartición de justicia en esa materia, designado por el Consejo de la Judicatura.

ARTÍCULO CUARTO. Los tribunales distritales asumirán la competencia en materia de narcomenudeo respecto de aquellas consignaciones o solicitudes que se presenten dentro de su circunscripción territorial, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 

Los juzgados de primera instancia que conozcan de la materia de narcomenudeo hasta antes de la entrada en vigor del presente Decreto, remitirán los expedientes al tribunal distrital que corresponda, conforme al acuerdo que emita el Consejo de la Judicatura para esos efectos.

ARTÍCULO QUINTO. Los tribunales distritales que a la entrada en vigor del presente Decreto se encuentren conociendo de las apelaciones y quejas interpuestas en contra de autos y sentencias interlocutorias dictadas por los jueces de primera instancia que estén adscritos a su circunscripción territorial en materia de narcomenudeo, remitirán los expedientes al tribunal distrital que corresponda, conforme al contenido del decreto de la presente reforma. 

ARTÍCULO SEXTO. En la materia de narcomenudeo y en la especializada de adolescentes se implementará el sistema procesal penal acusatorio hasta en tanto lo determine el Consejo de la Judicatura, sin exceder el plazo fijado para ello que prevé la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Para tales efectos, el Consejo de la Judicatura y el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, en el ámbito su competencia, a través de acuerdos generales, podrán dictar las medidas necesarias en materia de reorganización, asignar las competencias que este ley prevé a uno o varios órganos que funcionarán en forma auxiliar hasta la conclusión de los asuntos que se les encomienden, designar interinamente al personal adscrito a los órganos de la materia penal, de adolescentes y de narcomenudeo que sean necesarios para el desahogo de los asuntos bajo el sistema penal anterior a la reforma constitucional de junio 2008,y determinar la conclusión de sus nombramientos conforme a la necesidades del servicio, sin perjuicio de los derechos adquiridos de aquellos servidores públicos que fueron designados en forma definitiva; así como las demás que sean pertinentes para la implementación del nuevo sistema de justicia penal y el desahogo del sistema anterior. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- El Tribunal de Apelación Especializado en Materia de Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, continuará resolviendo los asuntos de su competencia que se encuentren en trámite a la entrada en vigor de este decreto, así como de aquellos recursos que se interpongan en contra de las resoluciones que emitan los juzgados de primera instancia en materia penal, que funcionen como órganos auxiliares en materia de adolescentes, conforme a lo previsto en los ordenamientos legales aplicables; y continuará ejerciendo sus atribuciones con las modificaciones contenidas en el presente decreto, hasta en tanto el Consejo de la Judicatura lo determine a través del acuerdo que para el efecto emita. 

ARTÍCULO OCTAVO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.
Dado en la Residencia Oficial del Poder Ejecutivo en la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los cuatro días del mes de septiembre de dos mil quince.
 “SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCIÓN”

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ
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